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Este documento contiene el reporte del Comité de Acompañamiento, así como las 
propuestas y recomendaciones de los participantes en los conversatorios y de los 

miembros del Comité elaborados a partir de la revisión del dictamen votado por el  
Pleno del Congreso del Estado el 23 de marzo de 2022. 
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Reporte del Comité de Acompañamiento  
Sobre el Comité de Acompañamiento 

El Comité de Acompañamiento es un grupo plural integrado por ciudadanas y ciudadanos que 
representan un sector de la academia, los partidos políticos, la Mesa de Coordinación 
Metropolitana, la Fiscalía General del Estado y los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

 

Su función principal consistió en analizar el documento del nuevo texto de la Constitución del 
Estado, aprobado por unanimidad en primera vuelta el 23 de marzo de 2022, con el propósito de 
generar propuestas y recomendaciones dirigidas al Congreso del Estado para el debate en segunda 
vuelta del texto constitucional. 
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En la conmemoración del aniversario de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Nuevo León, el 16 de diciembre de 2021, el Gobernador planteó la revisión y renovación de la 
Constitución del Estado, propuesta que fue apoyada por unanimidad de los grupos políticos del 
Congreso. Teniendo en cuenta lo anterior, se propuso la creación de un grupo de expertos para 
formar el Comité de Acompañamiento para el proceso de reforma de la Constitución, esto como 
parte de los esfuerzos para generar ideas, críticas y reflexiones que ayudaran al diseño y debate 
del nuevo texto constitucional. 

La instalación del Comité de Acompañamiento se llevó a cabo el 23 de febrero de 2022, por parte 
del Gobernador Constitucional del Estado Samuel García Sepúlveda y su coordinación estuvo a 
cargo de Pedro Rubén Torres Estrada, profesor de la Escuela de Gobierno y Transformación 
Pública del Tecnológico de Monterrey.  

El Comité de Acompañamiento estuvo integrado por: 

 Samuel García Sepúlveda. Gobernador Constitucional del Estado  
 Arturo Salinas Garza. Representante del Poder Judicial del Estado 
 Cristina Díaz Salazar. Presidenta Municipal de Guadalupe y Representante de la 

Mesa de Coordinación Metropolitana. 
 Michael Núñez Torres. Representante de la Fiscalía General del Estado 
 Rubén Leal Buenfil. Representante ciudadano 
 Agustín Basave Alanís. Representante ciudadano 
 Iván de la Garza Santos. Representante ciudadano  
 Graziella Fulvi D’Pietrogiacomo. Representante de la Universidad Regiomontana 
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 María de Lourdes Dieck Assad. Representante del Instituto Tecnológico  
y de Estudios Superiores de Monterrey 

 Mario Garza Castillo. Representante de la Universidad Autónoma de Nuevo León 
 Samuel Hiram Ramírez. Representante de la Universidad de Monterrey 
 José Roble Flores. Representante de la Facultad Libre de Derecho Monterrey  
 Héctor García García. Diputado y Presidente de la Comisión de Puntos 

Constitucionales. 

El 7 de marzo de 2022 el Ejecutivo del Estado, acompañado del Comité, hizo entrega de la 
propuesta de un nuevo texto constitucional al Congreso de Nuevo León. Dicha propuesta fue 
recibida por la Presidenta del Congreso del Estado, la Diputada Ivonne Álvarez, quien estuvo 
acompañada de la mayoría de los coordinadores de las bancadas de dicho Congreso. 

 

En este contexto el 24 de marzo de 2022, el Congreso del Estado aprobó en primera vuelta por 
unanimidad el rediseño de la Constitución estatal. A partir de ahí, tanto el Congreso como el Comité de 
Acompañamiento iniciaron los foros de consulta y sociabilización del nuevo texto constitucional. 

 

 

 



9 

 

 

 

 

 

 

Para cumplir con su misión, los integrantes del Comité de Acompañamiento diseñaron las 
metodologías y reglas a partir de las cuales se llevarían a cabo los conversatorios, cuya principal 
función sería invitar prioritariamente a académicos y especialistas para revisar el texto aprobado en 
primera vuelta y señalar sus debilidades y fortalezas. 

Uno de los acuerdos fue que los expertos convocados serían propuestos por el Comité de 
Acompañamiento a través del Gobernador del Estado, teniendo como principio la conservación de la 
pluralidad de ideas, la tolerancia y la equidad entre las y los integrantes de cada uno de los 
conversatorios. 

Asimismo, el Comité de Acompañamiento tuvo diferentes reuniones de trabajo con el propósito de 
organizar la forma de cómo deberían generarse las recomendaciones emitidas por los integrantes del 
Comité, así como la sistematización de la información y debates recabados en estos ejercicios 
democráticos. 

Con el propósito de revisar la propuesta del documento constitucional, se desarrollaron 4 foros de 
discusión en el periodo abril- julio de 2022, mismos que tuvieron lugar el último viernes de cada mes. 
Para dichos conversatorios, el Comité de Acompañamiento invitó a expertas y expertos en los temas 
de Derechos Humanos, División de Poderes, Órganos con Autonomía Constitucional, Municipios y 
Coordinación Metropolitana.  



10 

 

 

 

Reuniones de trabajo del  

Comité de Acompañamiento 

De la naturaleza de los conversatorios. 

Las y los expertos convocados, se daban reunión para presentar las observaciones y recomendaciones 
de forma y de fondo al texto aprobado por el Congreso proponiendo de esta manera cambios en la 
redacción y estructura del articulado, así como cambios que se alinearan con el derecho constitucional 
nacional, tratados internacionales, la mejor doctrina nacional y extranjera, el derecho comparado, la 
interpretación de los tribunales nacionales e internacionales, así como a las recomendaciones 
realizadas por los organismos no jurisdiccionales nacionales e internacionales principalmente de 
derechos humanos.  

Los conversatorios se realizaron en el Salón Juárez del Palacio de Gobierno y han sido transmitidos a 
través de la plataforma digital YouTube en el canal del Gobierno del Estado de Nuevo León1. Estos 
videos se encuentran disponibles al día de hoy para su consulta de los participantes y la población. 
 

El perfil de los expertos invitados  

Las y los expertos convocados a los conversatorios de la Constitución, fueron ciudadanos invitados por 
los integrantes del Comité de Acompañamiento dada su trayectoria profesional y experiencia en los 
temas a discutir.  

Al finalizar los cuatro foros programados, se contó con la participación de 52 expertas y expertos (24 
mujeres y 28 hombres), graduados con estudios de posgrado en 43 universidades de 11 países 
distintos. 

 

                                                        
1 Cuenta Oficial del Gobierno del nuevo Nuevo León https://www.youtube.com/user/GobiernoNuevoLeon/featured  
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Los especialistas que participaron en estos conversatorios se encuentran adscritos a las siguientes 
instituciones: 

Academia Interamericana de Derechos Humanos Centro de Investigación y Docencia Económica

Comisión Estatal de Derechos Humanos del 
Estado de Nuevo León

Comisión de Transparencia y Acceso a la 
Información 

Facultad Libre de Derecho Poder Judicial del Estado de México 
Tecnológico de Monterrey

Escuela de Gobierno y Transformación Pública del 
Tecnológico de Monterrey

Tec Milenio 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Nuevo León Tribunal Electoral de Nuevo León  

Poder Judicial del Estado de Nuevo León Universidad Autónoma de Coahuila 
Universidad Autónoma de Nuevo León Universidad de Monterrey 

Universidad Iberoamericana (Campus Santa Fe) Universidad Nacional Autónoma de México  

Universidad Regiomontana Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autónoma de México  

  







14 

 

 

 

 

Foros de la Constitución en números 
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Puntualizaciones para la mejor lectura de este reporte 
 

Es importante hacer notar al lector que este documento está dividido en tres grandes bloques para 
cada uno de los temas estudiados, lo primero que ustedes podrán observar es el nombre del 
conversatorio y la temática de este. Asimismo, podrán ver quiénes fueron los participantes y una breve 
reseña de su perfil y trayectoria. 

En una segunda parte, podrán revisar cada una de las propuestas realizadas por los ponentes, 
priorizando en qué artículo proponen se haga la modificación y en su caso los argumentos que 
justifiquen su propuesta. Así como comentarios generales que, aunque no estaban focalizados a un 
artículo en especial, pueden servir a los legisladores como información adicional para el debate de la 
propuesta y para mejor contextualización de los temas abordados en los conversatorios. Además, los 
contenidos del conversatorio pueden encontrarse de manera integral para su consulta en la plataforma 
digital YouTube en el canal del Gobierno del Estado de Nuevo León.  

Al final de este documento podrán encontrar las recomendaciones del Comité de Acompañamiento, 
que son distintas a las propuestas y comentarios generales que se realizaron por parte de los invitados 
a los conversatorios. Estas son las recomendaciones que los integrantes del Comité realizaron y que 
no necesariamente es la opinión unánime de todo el grupo 
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 En materia de seguridad pública se recomienda dotar de autonomía al derecho de seguridad 
ciudadana contenido en el artículo 41, párrafo tercero. Afinar el contenido de este derecho para 
aclarar que su función es un mecanismo de protección y garantía de otros derechos como el de 
integridad personal, libertad y la propiedad. Además, se recomienda vincularlo con el artículo 
15, párrafo octavo que se refiere a la función de seguridad pública.  

 Por último, se sugiere incluir los siguientes mecanismos para que este derecho tenga eficacia. 
El primero es la obligación por parte de la persona titular del Ejecutivo estatal para emitir una 
política de seguridad ciudadana. El segundo es el de establecer la obligación por parte de la 
Fiscalía General de Justicia en el Estado de emitir una política de persecución penal.  

 Derecho a buscar y ser buscado. 
 Incluir el tema de la basura en el estado de Nuevo León. 
 Acceso a las personas indígenas a cargos de representación popular atendiendo principios de 

equidad y proporcionalidad, mediante los mecanismos que así lo garanticen. 
 Reconocimiento de asentamientos indígenas. Se propone plasmar el tipo de asentamiento 

debido a que este se encuentra en función de 1) comunidad de origen, 2) lengua, y 3) actividad 
social y productiva. La identificación permitirá permear en políticas públicas, programas 
gubernamentales y acciones institucionales más y mejor focalizadas. 
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Comentarios Generales de la Mesa  

de Órganos con Autonomía Constitucional 

 No se incluyen los mismos rasgos de autonomía en aquellos órganos que no 
necesariamente se encuentran sujetos a las regulaciones generales. Incluso varios de 
estos rasgos no son exclusivos del título referido. Así también, el órgano conciliador en 
materia laboral es definido como descentralizado, comparte algunos rasgos de 
autonomía. Si bien el órgano conciliador tiene sujeción dado su carácter 
descentralizado y no puede ejercer coordinación, sí cuenta con cierta independencia 
funcional y financiera que le permitiría ejercer una función especializada. 

 Sin garantía presupuestal, esto es, sin conocer a ciencia cierta con cuántos recursos 
cuentan o por qué tuvieron tal o cual ajuste, los órganos autónomos quedarían a merced 
del control político. Lo mismo opera con intervenciones en su organización o, de manera 
más clara, en su proceso para tomar decisiones. 

 La titularidad en los órganos autónomos reviste relevancia porque en numerosos casos 
ahí reside una parte relevante de las decisiones de organización, financieras y 
presupuestales. En otras palabras, es en ese cargo de titularidad donde se vive buena 
parte de la cotidianeidad de los rasgos de autonomía.  

 Se destaca que en el dictamen no se detallan los procedimientos para elegir a varias 
personas titulares, ni se haga la remisión a las leyes correspondientes, como en el caso 
de la Comisión Estatal Electoral y la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales.  
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 Ello contrasta con los abundantes detalles para la Fiscalía General y la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, así como la elección del titular por sus pares 
en el órgano garante en materia de transparencia. Entre esos extremos se ubican la 
Comisión de Derechos Humanos y el Tribunal Electoral, donde sí se encuentran las 
remisiones correspondientes, pero existe un menor detalle que para las fiscalías general 
y anticorrupción. 

 En el dictamen se indica que la Fiscalía General es un organismo autónomo, “con 
personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía financiera, presupuestaria, 
técnica y de gestión en los términos que determine la Ley, con los efectos que ello 
implica”. Aquí se añaden dos rasgos, personalidad jurídica y patrimonio propio, pero se 
omite uno, autonomía de decisión, el cual bien se puede asumir como consecuencia. 
Esto es, su omisión no significaría que la fiscalía carezca de autonomía de decisión, pero 
destaca esta diferencia que bien podría resolverse si se agrega dicho rasgo. 

 En el caso de la Fiscalía Anticorrupción se define “con autonomía funcional, 
presupuestal, técnica, de gestión, de decisión y operativa”. Si bien comparte los rasgos 
generales del artículo 170, se agrega la autonomía funcional, pero ya no se incorpora la 
autonomía financiera, quizá porque se encuentra ubicada en la Fiscalía General. Con 
estos rasgos, pareciera que la fiscalía anticorrupción sí contaría con los rasgos más 
importantes, pues incluso en su caso la autonomía de decisión sí aparece, a diferencia 
de la omisión hallada para la Fiscalía General. 

 En el dictamen existen dos órganos que carecen de rasgos explícitos de autonomía: se 
trata de la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales y la Comisión Estatal Electoral, 
regulada en el artículo 173.  
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Se podría asumir que les puede resultar aplicable el conjunto de rasgos enunciados en 
el artículo 170, esto es, autonomía financiera, técnica, presupuestaria, de gestión, de 
decisión y operativa, pero debe insistirse en que el dictamen no señala una sola 
referencia a sus rasgos de autonomía, como sí lo hace en otros casos. Pudiera 
argumentarse que se trata, como en la materia electoral actual, de las consecuencias del 
esquema nacional derivado de las reformas de 2014, aunque habría que sopesar si 
resulta inconveniente dejar de esbozar algunos rasgos de autonomía tanto para la 
Fiscalía Especializada en Delitos Electorales como para la Comisión Estatal Electoral. 

 El Tribunal Electoral, sí tiene considerados algunos rasgos de autonomía. El artículo 174 
lo define como un “órgano jurisdiccional independiente con autonomía funcional y 
presupuestal”, el cual tendrá su “partida del presupuesto” con “asignación de recursos 
financieros”. Desde luego que el contar con su partida definida desde la Constitución no 
garantiza que esta sea suficiente, pero el agregar que tendrá la “asignación de recursos 
financieros” sí puede sugerir, en un extremo, que no podría estar en ceros. La naturaleza 
jurisdiccional en la tradición presupuestal mexicana importa, pues usualmente, sean 
autónomos o no, los tribunales han contado con una partida específica. Destaca que este 
rasgo es único en el dictamen. 

 En el caso de la Comisión de Derechos Humanos, el artículo 171 señala que se trata de 
un organismo autónomo, “con personalidad jurídica y patrimonio propio”. No se 
hallaron mayores definiciones sobre sus rasgos de autonomía. Se aprecia un claro 
contraste con el órgano garante en materia de transparencia, pues el artículo 172, en su 
fracción III señala que se trata de un organismo autónomo “especializado, imparcial, 
colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, 
de gestión, de capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar 
su organización interna”. 
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 De las comparaciones de los puntos anteriores sobre los rasgos de autonomía, se 
destaca que el carácter especializado y colegiado sólo se incluye en la Comisión de 
Derechos Humanos, con independencia que resulte lógico que todos los órganos 
autónomos compartan tales características. Pero solo en ese caso se menciona de 
manera explícita. 

 Quedará a juicio del Congreso local redefinir de alguna otra manera los rasgos de 
autonomía analizados, pero puede suponerse un umbral francamente mínimo si se 
considera un órgano descentralizado, como el órgano conciliador, regulado en la 
fracción XX del artículo 135 con “plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, 
de decisión y de gestión”. Quizá parece que esta fracción era necesaria dada su 
naturaleza de lidiar con asuntos laborales donde el gobierno es el patrón. Esto significa 
que requiere algún grado de aislamiento del control político para ejercer sus labores de 
conciliación. 

 Es importante tomar en cuenta la reflexión sobre los rasgos de autonomía de los 
órganos autónomos, porque de lo contrario, quedaría la impresión que no todos los 
órganos gozarían en la práctica, del mismo grado de autonomía. Ello permitiría suponer 
que, a pesar de contar con la no sujeción a entidades o dependencias, sí pudieran 
eventualmente ser presa del control político. 

 En los arreglos de sus rasgos, los organismos con autonomía constitucional que se 
vinculan de una u otra manera con leyes generales o la Constitución General, siempre 
se piensa en no contradecir dicha normativa, lo cual resulta loable.  
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Sin embargo, siguiendo la lógica aquella del bloque y el parámetro, bien se podría estar 
ante una norma que optimiza de mejor manera o amplía, o incluso mejora hasta cierto 
grado lo que entendemos por rasgos de autonomía. El estar ubicada en una Constitución 
de un estado de la federación no le exime del escrutinio constitucional y convencional y 
sí le permite ser verificada en su validez material si fuera el caso.  

 Actualmente el Fiscal General de la República dura en su cargo nueve años. Esto nos 
lleva a un segundo punto que es el equilibro para evitar que la duración del Fiscal 
coincida con el cargo de gobernador porque se cae en la tentación de politizar el cargo. 

 En la parte de la Auditoría Superior, uno de los aspectos que no funcionan y que se 
pueden incorporar tiene que ver en la determinación del plan anual de auditorías. 
Actualmente los auditores lo pueden cambiar (federal y estatal) y solo se publica en el 
Diario Oficial de la Federación. No hay una obligación para explicarle al Congreso y a la 
opinión pública las razones de la modificación. Una cosa es la autonomía técnica y otra 
la falta de rendición de cuentas del titular de la Auditoría Superior de la Federación o 
del Estado. El comentario es no cometer el error de la ausencia del mecanismo federal 
en la Constitución de Nuevo León.  

 Tendría que haber una mesa para revisar el articulado del sistema anticorrupción.  
 En caso de aprobarse en segunda vuelta el dictamen, se ve necesaria una reforma a la 

ley de transparencia y demás disposiciones legislativas, ya que hay una variedad de 
leyes que hacen referencia a los artículos actuales de la Constitución estatal y con la 
reforma se tendrían que modificar las leyes secundarias por el reacomodo de los 
artículos en el proyecto del dictamen.  
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 Incluir el concepto de Estado abierto. En la Comisión de Transparencia y Acceso a la 
Información ya se hacen ejercicios de justicia abierta.  

 Todos los órganos constitucionales autónomos son diferentes. Se pueden mencionar las 
generalidades del proceso de designación de sus titulares, para garantizar buenos 
perfiles.  

 Una necesidad que se ve es cómo se va a regular la independencia presupuestaria. Que 
haya una independencia real que es el origen con el que surgen este tipo de órganos que 
funcionan como contrapesos.  

 Incorporar el principio de suficiencia presupuestaria. 
 Si el presupuesto lo da uno de los poderes (Legislativo), ¿cómo lograr esa 

independencia presupuestaria? Hay un desbalance de artículos entre la Constitución 
federal con la estatal. La Constitución de Nuevo León tiene que ser de mínimos y que lo 
demás se regule en leyes secundarias. 

 Especificar a qué se refiere cuando se hace referencia al derecho al mínimo vital.  
 Establecer el significado de una colegiación y de quien representa a estos órganos con 

autonomía constitucional en el exterior.  
 No exigir la ciudadanía mexicana por nacimiento (no hay ciudadanos de primera y de 

segunda). 
 No está incluida la paridad de género en los órganos con autonomía constitucional. 
 Los titulares de los órganos con autonomía constitucional deben tener perfiles técnicos 

y no ser electos por voto popular. 
 Se puede incluir qué se entiende por órganos constitucionales autónomos y por 

autonomía.  
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 Hay que considerar que si se cambia la denominación a la Comisión Estatal Electoral 
también habría que cambiar la denominación a la Comisión de Transparencia y Acceso 
a la Información. En este sentido, se pueden hacer estos ajustes, pero que esto no 
signifique una reestructura de los órganos.  

 Homologar los términos y los procesos para designar a los titulares de los órganos con 
autonomía constitucional.  

 Señalar la responsabilidad administrativa de los órganos constitucionales autónomos.  
 Los órganos constitucionales autónomos deben contar con especialidad, 

independencia, transparencia, control, eficacia y eficiencia. 
 Contenido esencial de los Derechos Humanos: la dignidad humana que es la base por la 

cual se sostienen los Derechos Humanos.  
 Desequilibro en la regulación de estos órganos. Algunos artículos son más exhaustivos 

y otros se dejan a que sean interpretados por otras leyes o sus leyes específicas. En este 
sentido, la sugerencia es homologar para dar las bases de los órganos autónomos.  

 Uno de los posibles riesgos de dotar de mayor autonomía a estos y no modificar el 
esquema de democracia que postulan, es que su actuar devenga en una tecnocracia 
autoritaria, que se abstraiga de las demandas sociales e instituya una verdad absoluta.12 

 Los órganos constitucionales autónomos, deben tener una actuación transparente, con 
un sentido de respeto a los derechos humanos, al tiempo de procurar, la 
profesionalización en el servicio, como ya se exige para otros operadores estatales, tal 
como se indica en el artículo 21, párrafo 9 in fine, de la Carta Magna Mexicana que al 
respecto establece: … “La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

                                                        
12 En este sentido, Damsky, Isaac Augusto, “Contexto y jerarquización constitucional de la organización autónoma y el 
control público” en VV. AA., López Olvera, Miguel Alejandro (Coord.): Poderes…, op. cit, p. 198. 
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 En relación con la Fiscalía General es importante desplegar una política criminal que 
facilite la construcción de puentes para el cumplimiento del mandato constitucional 
previsto en el artículo 21 en la investigación y persecución de los delitos. Del mismo 
modo, se requiere el despliegue de políticas públicas que coadyuven a la operatividad 
de las instituciones, toda vez que leyes que no están soportadas con presupuesto son 
simple utopía. 

 Se debe destacar que la Fiscalía General de Justicia tendrá una autonomía constitucional; 
en este orden de ideas, el máximo ordenamiento jurídico estatal, establece la no intromisión 
de otros poderes estatales en sus funciones. Lo que viene a dar cumplimiento con los 
instrumentos internacionales y nacionales, entre los que destacan: Directrices sobre la 
función de los Fiscales (Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 07 
de septiembre de 1990); Normas de Responsabilidad Profesional y Declaración de los 
Derechos y Deberes Fundamentales de los Fiscales, aprobadas el 23 de abril de 1999 por la 
Asociación Internacional de Fiscales). 

 La previsión de la autonomía constitucional de la Fiscalía, debe impactar en la 
independencia y rendición de cuentas de los fiscales en el desempeño de sus funciones, 
como señaló la Relatora Especial sobre la independencia de Magistrados y Abogados de la 
ONU, lo que entendemos es extrapolable al ámbito del gante de procuración de justicia 
neoleonés al señalar: “El Ministerio Público es un pilar fundamental para la adecuada 
investigación y persecución de los delitos”; al tiempo que dicha independencia debe estar 
orientada en beneficio de los usuarios toda vez que “es un desafío en México la falta de 
autonomía del Ministerio Público frente al Poder Ejecutivo, lo que puede minar la confianza 
y credibilidad de la autoridad a que se encomienda investigar los delitos de forma 
objetiva”.13 

                                                        
13 ONU, Informe de la Relatora Especial  
sobre la independencia de los Magistrados y Abogados. Misión a México, A/HRC//17/30/Add. 3,18 de abril de 2011. 
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Comentarios Generales de la Mesa de  

Municipios y Coordinación Metropolitana 

 Si bien cada Municipio se ha ocupado de crear estrategias, es necesario protocolizar la 
atención a víctimas en razón de que es un tema tan delicado, por lo cual una de las 
propuestas es atender dichas estrategias y protocolización desde los siguientes ejes: a) En 
primer lugar, comenzando con la Función Pública: Mediante la constante capacitación y 
sensibilización de las y los servidores públicos, traduciéndose en beneficio de las y los 
mismos y la ciudadanía en general; b) En materia de Seguridad: acciones orientadas a 
proteger la seguridad de los grupos vulnerables fortaleciendo el esquema de intervención 
de las corporaciones de seguridad; c) En cuanto a la Prevención: En actos encaminados a la 
promoción, de los derechos humanos de los grupos vulnerables y la creación de sistemas 
de homologación de información de los entes municipales; y d) La Justicia: Con la 
procuración e impartición de justicia desde una perspectiva de género y en atención de 
grupos vulnerables, además de la atención integral a víctimas y la sanción de las y los 
agresores.  

 Recuperar los espacios públicos, los bienes comunes fundamentales; fortalecer las 
instituciones, el acceso a capacitaciones de sensibilización y formación en materia de 
género, de igualdad, inclusión y derechos humanos, así como la creación de unidades y 
estrategias específicas de atención primaria a las víctimas. 
 
 
 



174 

 

 
 

 Se sugiere agregar, además de la coordinación metropolitana, la coordinación rural. 
 En materia de coordinación metropolitana hay que tener en cuenta una clasificación de los 

Municipios. No se puede medir igual a un Municipio grande con uno pequeño. Esta 
clasificación puede considerar el tamaño demográfico, el aspecto económico y el social. Se 
mencionan los Municipios metropolitanos y los periféricos que son dieciocho, pero los 
demás municipios del estado no se mencionan.  

 Se tienen dos grandes ciudades como son Linares y Sabinas Hidalgo que pueden ser dos 
polos de desarrollo en el sur y en el norte del estado para desahogar el área metropolitana.  

 Es necesario que se coordinen todos los Municipios. 
 En cuanto a la Ciudad hay una novedad como lo es el derecho a la ciudad que es un derecho 

colectivo que garantiza el ejercicio pleno de los derechos humanos, la función social de la 
ciudad, su gestión democracia y asegura la justicia territorial, la inclusión social y la 
distribución equitativa de bienes públicos con la participación de la ciudadanía. Así 
también, el derecho a una buena administración pública, la ciudad inteligente como la 
entidad que crea y utiliza la tecnología para el fortalecimiento de los derechos humanos, o 
para solucionar necesidades sociales de sus habitantes.  

 Sistema de índices de calidad de servicios públicos. 
 En el tema de la participación ciudadana es el área donde participa el ciudadano. Por 

ejemplo, los presupuestos participativos; las consultas públicas vinculatorias, cuando se 
prevea la suscripción de acuerdos para la ejecución de obras y la prestación de servicios 
públicos que afecten directamente a la población, así como la elección de ayuntamientos.  

 Precisar en qué situaciones aplica el presupuesto participativo. 
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Derechos Humanos 

 Se recomienda, hacer énfasis en la exposición de motivos, que Nuevo León lleva a cabo uno 
de los procesos políticos y normativos más importantes del país. Ya que este proyecto de 
Constitución integra las tendencias constitucionales más avanzadas de las democracias 
occidentales. Destacando, además, que ha sido un proceso exitoso ya que los cambios que 
se proponen se están dando por medios pacíficos, de forma democrática, inclusiva y legal. 

 Se sugiere que como definición inicial se exprese en la Constitución que la democracia en 
Nuevo León es inclusiva y paritaria19. 

 Derivado de la propuesta aprobada en primera vuelta de la Reforma Integral a la 
Constitución de Nuevo León en la que se reconocen nuevos derechos humanos (algunos de 
tinte estrictamente local), recomendamos el diseño e introducción en el texto 
constitucional de un procedimiento estatal para darles vigencia y tutela judicial efectiva.  

 Dentro de los mecanismos de protección constitucional existe la justicia concentrada o 
difusa, que es propia de los modelos federales. Por esta razón cualquiera de estas dos puede 
ser la herramienta para la protección y tutela de un nuevo catálogo de derechos, también 
en sede local. Con la introducción del principio pro-persona, a los jueces locales, de manera 
difusa, también se les podría dar esta posibilidad de manera expresa.  
 
 

                                                        
19 “Históricamente, las constituciones han sido realizadas casi exclusivamente por hombres, y esto se evidencia”. 
(MacKinnon, Catharine A., “Gender in Constitutions” en: Rosenfeld, Michel y Sajó, András (editores), The Ofxord 
Handbook of Comparative Constitutional Law, Nueva York, Oxford University Press, 2013, p. 397. Ejemplos de este 
reconocimiento pueden ser la Constitución de la Ciudad de México: Artículo 11. C. Derechos de las mujeres, o la 
propuesta de nueva Constitución de la República de Chile: Artículo 1.2. (…) Su democracia es inclusiva y paritaria. 
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 Aunado a los mecanismos de garantías de protección de los derechos, se recomienda 
introducir nuevas figuras procesales y legitimidades para activar la protección de esos 
derechos como pudieran ser la figura del Amicus Curiae. 

 También recomendamos establecer mecanismos de precedentes informativos de 
sentencias de otros tribunales nacionales que hayan tenido que resolver problemas 
similares en derechos humanos, además de las sentencias que ya emite la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que son 
de vinculación directa.  

 No podemos perder de vista la responsabilidad de los órganos jurisdiccionales. Por esta 
razón recomendamos se considere la integración en el texto el derecho a la indemnización 
cuando se compruebe la existencia de un error judicial. 

 Se recomienda que, después de la sentencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación el día 23 de mayo de 2022, se elimine de la Constitución la definición acerca del 
momento en que inicia la vida humana, ya que esta definió que los estados de la República 
no tienen esta competencia. 

 Se recomienda eliminar, cuando no lo exija la Constitución Federal, del texto constitucional 
la necesidad de ser Mexicano por nacimiento para ocupar cargos públicos como ser 
diputado o Fiscal General, y se recomienda dejar claro, como elemento vinculatorio al 
Legislativo este criterio, para evitar emitir leyes o disposiciones generales que puedan 
generar discriminación y una desigualdad para poder ocupar cargos en igualdad de 
condiciones y circunstancias, afectando la competitividad y, de manera indirecta, el 
derecho a la buena administración de la ciudadanía. 
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 Derivado del fenómeno que ha vivido el país en los últimos años sobre desapariciones de 
mujeres y hombres, se recomienda fijar los derechos que deben tener las personas que han 
sido sometidas a desaparición, cuestión que se puede inducir de otros derechos que 
aparecen en el texto aprobado, sin embargo, se sugiere que lo mejor sería que apareciera 
de manera expresa por su alto impacto en la sociedad de forma que se establezca el derecho 
a ser buscado.  

 Aunque una buena parte de los especialistas ponentes mencionaron la necesidad de la 
salud mental y emocional, esta debe irradiar todo el contenido constitucional desde la 
enunciación en los derechos humanos hasta otros aspectos como pueden ser las relaciones 
laborales. 

 Las tendencias estadísticas nos muestran que la pirámide poblacional del estado va a tener 
en los próximos años un mayor número de personas mayores. Si bien es cierto hay que 
fortalecer los derechos humanos y las nuevas tendencias de los derechos, recomendamos 
no perder de vista el fortalecimiento de los derechos de las personas mayores y su 
protección médica y emocional, sin descuidar los cuidados paliativos. 

 Se recomienda, hacer énfasis que el objetivo de esta Constitución implica lograr un Nuevo 
León mejor integrado social y políticamente, mediante una carta magna más democrática, 
más representativa, más responsable y eficaz. 

 Por otro lado, una acción que puede salvar vidas y con ello que las personas puedan seguir 
disfrutando de sus derechos, es el de la donación de órganos. Por esta razón, se recomienda 
establecer medidas para fomentar esta medida y eliminar las barreras que limiten este 
mecanismo de protección del derecho más preciado que es la vida. 
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 La capacidad que tengan los estados para asegurar los derechos humanos pasa por generar 
estrategias y políticas públicas de prevención. Por esta razón también se recomienda que el 
Estado tenga como obligación la necesidad de tener una agenda estatal de riesgo que pueda ser 
utilizada como el mejor mecanismo para darle vigencia a los derechos humanos y en caso de 
una imposibilidad material de cumplirlos se pueda reducir el impacto de estos riesgos para el 
disfrute de esos derechos. 

 Es importante mencionar que, con la incorporación de nuevos derechos, la carga de prestación 
de estos va a estar principalmente en el Poder Ejecutivo. Por esta razón, recomendamos que se 
incorporen conceptos que ayuden a un efectivo y ponderado cumplimiento que le dé margen 
al Ejecutivo de su implementación y cumplimiento. Ejemplos de estos principios son los ajustes 
razonables o principios de margen de adecuación. 

 Asimismo, y como reflejo de lo mencionado en los conversatorios se recomienda considerar en 
la parte dogmática no solo los derechos de las minorías indígenas, sino también considerar las 
minorías afromexicanas que según el último censo del 2020 realizado por el INEGI, un 1.7% de 
la población en el estado (que equivale a 97,603 personas) se auto-reconoce afromexicana o 
afrodescendiente. 

 Se recomienda que todas las normas que son de carácter federal y que se enuncian en los 
documentos anexos sean ajustadas o incluso quitar aquellas que se repitan para con esto partir 
de una Constitución más pequeña, quitando en la medida de lo posible referencias a la 
Constitución federal innecesarias y que retome principalmente las instituciones locales para 
quitar partes que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya definió que deben estar reguladas 
en otras leyes, como es el caso de la parte procesal penal que se rige en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales y puede ayudar mucho a reducir el contenido repetitivo que aparece 
en la propuesta.  
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 Se recomienda que los mecanismos de participación ciudadana sean mencionados y su 
procedimiento sea remitido a la ley. En este sentido, solamente establecer de forma detallada 
la descripción de la institución, sus características mínimas y sus efectos. 

 Aunque se considera como algo sumamente positivo el hecho de que se reconozcan nuevos 
derechos que atienden la realidad social de nuestra entidad, que son acordes a las 
problemáticas globales y locales, se sugiere vigilar que estos nuevos derechos no constituyan 
una invasión a la competencia del Congreso de la Unión o de los Municipios.  

 Se recomienda eliminar cualquier regulación relacionada con las garantías del debido proceso 
en materia penal y el procedimiento penal en sí, salvo el reconocimiento de la tutela judicial 
efectiva, presunción de inocencia y acceso a la justicia, ello como una labor de pedagogía 
constitucional y siendo cautelosos de no ir más allá de la enunciación de tal reconocimiento20. 

 En materia de responsabilidad empresarial frente a los derechos humanos, se recomienda que 
el texto constitucional incluya: 1). Una cláusula de reconocimiento del deber de los particulares 
de respetar los derechos humanos. Y 2). La expresión clara de que el desarrollo económico y la 
competitividad deben alinearse a los derechos humanos. 

 Se sugiere avanzar desde Nuevo León en la lucha contra la corrupción con alguna de las dos 
medidas normativas que se proponen: 1). Reconocer en la Constitución el derecho humano a 

                                                        
20 Al respecto, son elocuentes las sentencias dictadas en las acciones de inconstitucionalidad 1/2014, 12/2014, 
106/2014, 107/2014, 109/2014, 110/2014, 14/2015, 15/2015, 29/2015, 35/2015, 52/2015, 113/2015 y su 
acumulada 116/2015, 115/2015, 117/2015, 134/2015, 21/2016, 23/2016, 35/2016, 48/2016, 59/2016, 75/2016, 
22/2017, 28/2017, 30/2017, 125/2017 y su acumulada 127/2017, 63/2018 y su acumulada 64/2018 y 45/2019 
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Órganos con Autonomía Constitucional  

 Fortalecer la autonomía del Consejo Estatal Electoral y terminar de fortalecer sus funciones 
acordes con las últimas reformas que vienen desde la Constitución y leyes federales, asimismo 
modificar su denominación al de Instituto al igual que homologar estas características de la 
Comisión Estatal de Transparencia y Acceso a la Información. 

 Generar un patrón simétrico para tratar a todos los órganos con autonomía constitucional, esto 
con la finalidad que, en la medida de lo posible, exista un mismo tratamiento para los órganos 
autónomos que ahí se establezcan. Por ejemplo, que se constitucionalice su denominación, 
naturaleza jurídica, la forma de nombramiento de su o sus titulares, su remoción, sus 
principales funciones y lo demás remitirlo a leyes de desarrollo. 

 Cuidar que los órganos autónomos sirvan para controlar el poder de manera técnica e 
independiente del poder político. 

 No utilizar los órganos con autonomía constitucional para quitarle las funciones esenciales que 
deben realizar los poderes constituidos. Cuidar la desnaturalización de los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. 

 Se recomienda revisar los procesos de nombramientos de las y los integrantes de estos órganos, 
para que sean simples y claros para la ciudadanía. 

 Se recomienda reforzar la autonomía de la Fiscalía General de Justicia del Estado y las Fiscalías 
Especializadas en Delitos Electorales y Combate a la Corrupción, incluyendo las características 
que son consustanciales a todo órgano constitucional autónomo: suficiencia presupuestaria y 
capacidad de autorregulación normativa; siempre con estricto apego al principio de legalidad 
y de conformidad con lo que al respecto ha resuelto la Suprema Corte de Justicia de la Nación24. 
 

                                                        
24 Se recomienda revisar las sentencias con registro digital 180538 y 170238 de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
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 De igual manera, es importante confirmar la independencia judicial que asiste a la Fiscalía 
General de Justicia del Estado en las investigaciones que lleva a cabo sobre hechos 
criminales25. 

 Se estima oportuno incorporar al Titular de la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales 
como parte de las autoridades competentes para realizar la imputación de delitos del orden 
común cuando la persona acusada sea servidora pública, así como eliminar el carácter de 
indelegable que se le otorga a la imputación de dichos delitos, ya que implica que esta sea 
realizada únicamente, según corresponda, por los titulares de la Fiscalía General y las 
Fiscalías especializadas referidas, toda vez que ello atenta contra el principio de unidad del 
Ministerio Público y puede llegar a afectar el adecuado desarrollo de los procesos penales 
de conocimiento de dichos órganos constitucionalmente autónomos, al ser necesaria de 
manera obligatoria, la presencia de las personas titulares de estas en el desarrollo de dichas 
audiencias de imputación. 

 Se recomienda fortalecer el modelo de democracia representativa y armonizarlo con el 
modelo de democracia participativa que por primera vez es integrado a la constitución. Lo 
anterior, con la finalidad de reforzar los procesos de legitimación política en el Estado y 
evitar a toda costa la suplantación o instrumentación de uno sobre el otro. Lo que permitirá 
una mejor regulación en las leyes secundarias. 

 Se recomienda fortalecer la autonomía de los órganos constitucionales autónomos, 
particularmente del órgano encargado de realizar las elecciones. Para ello se sugiere un 
mecanismo que le dé certeza a su viabilidad financiera mediante una fórmula o mecanismo 
objetivo y racional para no depender de la configuración política del Congreso y del 
Ejecutivo. Cabe destacar, que la problemática inherente a la viabilidad financiera de los 
OPLE ha sido recurrente no solo en NL, sino en prácticamente una mayoría de los  
 
 
 

                                                        
25 Se recomienda revisar la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Cantoral 
Humaní y García Santa Cruz vs. Perú. 
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Estados, poniendo en riesgo la viabilidad electoral (compra de material y documentación 
electoral, sueldos de funcionarios etc.). 

 Por otra parte, se recomienda modificar la articulación administrativa de la operación 
electoral transitando de un modelo preponderantemente Municipal a uno distrital (como 
se tiene en el resto del país), lo anterior con la finalidad de armonizarnos a la lógica del 
funcionamiento del Sistema Nacional Electoral, a sus leyes generales, así como al proceso 
de descentralización operativa en el escrutinio y cómputo de los procesos electorales y de 
participación ciudadana. 

 Se sugiere cambiar la denominación de Comisión Estatal Electoral, por el de Instituto de 
Desarrollo Democrático de Nuevo León. Lo anterior, derivado de que las comisiones 
electorales fueron órganos fuertemente dependientes del Poder Ejecutivo (el Secretario de 
Gobernación y los Secretarios de Gobierno eran quienes presidían dichos órganos). Cabe 
señalar que solo Nuevo León mantiene dicha denominación. Se sugiere Instituto de 
Desarrollo Democrático de Nuevo León ya que el ámbito competencial de los órganos 
administrativos electorales tiene como principales funciones, el desarrollo de las 
elecciones, de los mecanismos de participación ciudadana y el de la promoción y difusión 
de la cultura democrática. 

 Se sugiere que en la definición inicial del Título Quinto se subraye que los órganos 
constitucionalmente autónomos son Instituciones para la Protección de la Democracia 
Constitucional26. Esto serviría para que, dentro del margen de diseño institucional que 
permite la CPEUM, en Nuevo León se innove no sólo en su sistematización, sino también  

 en el reconocimiento de su esencialidad para la democracia constitucional. 

                                                        
26 Tushnet, Mark, The New Fourth Branch. Institutions for Protecting Constitutional Democracy, Nueva York, Cambridge 
University Press, 2021. 
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Municipios y Coordinación Metropolitana  

 Se recomienda que la materia de coordinación metropolitana sea por medio de convenios 
intergubernamentales, para respetar la autonomía municipal. 

 Se recomienda el fortalecimiento de los órganos de coordinación metropolitana. 
 Se sugiere fortalecer la exclusividad del Ministerio Público respecto al mando de las 

investigaciones y la consecuente subordinación de las policías al respecto, debiendo quedar 
claro que de ninguna forma estas pueden realizar cualquier acto de investigación que no 
esté bajo el mando y conducción del Ministerio Público; lo anterior, no solo a efecto de 
garantizar el respeto a lo dispuesto por el artículo 21 constitucional, sino también las 
garantías de debido proceso y los derechos humanos tanto de las víctimas, las personas 
imputadas y testigos. 

Al respecto, la coordinación metropolitana es clave; vale como ejemplo, la Policía 
Metropolitana de Investigación contemplada en el artículo 135 Bis de la Ley de Seguridad 
Pública para el Estado de Nuevo León. 

 Se recomienda, que la integración metropolitana se destaque por los ámbitos referenciales 
más importantes que estructuran una mejor calidad de vida y por ende la imperiosa 
coordinación entre los Municipios. Ejemplo, la seguridad, la movilidad y el agua, sin 
detrimento de otras carteras susceptibles de ser motivo de una buena coordinación. 

 Se recomienda incluir como competencia del Tribunal de Justicia Administrativa la de 
conocer y resolver los conflictos entre los Municipios, o entre éstos con el Estado por daños 
patrimoniales. Esta competencia es diferente a las controversias de inconstitucionalidad 
que resuelve el Pleno del Tribunal Superior de Justicia. 

 



C O M I T É  D E  A C O M PA Ñ A M I E N T O

I N F O R M E  D E  LO S  T R A B A J O S  R E A L I Z A D O S  E N
LO S  C O N V E R S ATO R I O  PA R A  R E V I S A R  E L  T E X TO

A P R O B A D O  E N  P R I M E R A  V U E LTA  PA R A  U N
N U E VO  T E X T O  C O N S T I T U C I O N A L .


